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- Real Decreto-Ley 6/2010, de 9 de abril, de medidas para el impulso de la recuperación económica y el empleo. (BOE núm. 89, de 13 de abril). Publicada corrección de errores (BOE núm. 95, de 20 de abril).
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B) CATALUÑA

- Decreto 13/2010, de 2 de febrero, del Plan para el derecho a la vivienda 2009-2010. (DOGC núm.5565, de 11 de febrero).

- Ley 2/2010, de 18 de febrero, de prevención y seguridad en materia de incendios en establecimientos, actividades, infraestructuras edificios. (DOGC núm. 5584, de 10 de marzo). 

- Ley 5/2010, de 26 de marzo, de delegación en el Gobierno de la potestad legislativa para la adecuación de las normas con rango de ley a la Directiva 2006/123/CE, del Parlamento y del Consejo, de 12 de diciembre de 2006, relativa a los servicios en el mercado interior. (DOGC núm.5601, de 6 de abril).

- Ley 7/2010, de 21 de abril, de modificación de la Carta municipal de Barcelona (DOGC núm. 5619, de 30 de abril).

C) GALICIA

- Ley 1/2010, de 11 de febrero, de modificación de diversas leyes de Galicia para su adaptación a la Directiva 2006/123/CE del parlamento Europeo y del Consejo, de 12 de diciembre, relativos a los servicios en el mercado interior. (DOG núm. 36, de 23 de febrero).

- Decreto 29/2010, de 4 de marzo, por el que se aprueban las normas de habitabilidad de viviendas en Galicia. (DOG núm.53, de 18 de marzo).
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I) VALENCIA
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I. NOVEDADES NORMATIVAS.

Las novedades normativas se refieren a las publicadas en los correspondientes Boletines Oficiales entre el 1 de febrero de 2010 y el 30 de abril de 2010.

1. ESTADO.

- Real Decreto 173/2010, de 19 de febrero, por el que se modifica el Código Técnico de la Edificación, aprobado por el Real Decreto 314/2006, de 17 marzo, en materia de accesibilidad y no discriminación de las personas con discapacidad (BOE núm.61, de 11 de marzo). 

La ley 51/2003, de 2 de diciembre, de igualdad de oportunidades, no discriminación y accesibilidad universal de las personas con discapacidad estableció en su artículo 10 y en su disposición final novena, que el Gobierno regularía, sin perjuicio de las competencias atribuidas a las Comunidades Autónomas y a las Corporaciones Locales, unas condiciones básicas que garantizaran unos mismos niveles de igualdad de oportunidades en los distintos ámbitos de la ley, entre los que figuran los edificios.

En cumplimiento de lo anterior, el Real Decreto 505/2007, de 20 de abril, aprobó las condiciones básicas para el acceso y utilización de los espacios públicos urbanizaciones y edificaciones que fueron incorporadas al Código Técnico de la Edificación (CTE).

La estrecha relación existente entre las nuevas exigencias de accesibilidad y el requisito básico ya presente en el CTE “Seguridad de utilización (SU)”, muchas de cuyas condiciones afectan, al igual que las de accesibilidad, a los elementos de circulación de los edificios, han hecho aconsejable unir ambos requisitos básicos en uno solo, el cual pasa a denominarse “Seguridad de utilización y accesibilidad (SUA)”, así como, consecuentemente, desarrollar dichas condiciones en un mismo documento básico, el cual pasa a denominarse “DB-SUA Seguridad de utilización y accesibilidad”.

Como excepción a lo anterior, las condiciones de evacuación de las personas con discapacidad en caso de incendio, se incorporan al requisito básico “Seguridad en caso de incendio” (SI) y a su documento básico (DB SI), los cuales no precisan cambiar su denominación.

- Orden VIV/561/2010, de 1 de febrero, por la que se desarrolla el documento técnico de condiciones básicas de accesibilidad y no discriminación para el acceso y utilización de los espacios públicos urbanizados. (BOE núm. 61, de 11 de marzo).

El presente documento técnico desarrolla el mandato contenido en la disposición final cuarta del Real Decreto 505/2007.

La aplicación de las condiciones básicas se realizará en un primer lugar en las áreas de nueva urbanización. No es de aplicación obligatoria a los espacios públicos urbanizados nuevos, cuyos planes y proyectos sean aprobados definitivamente durante el transcurso de los seis primeros meses posteriores a su entrada en vigor. (12 de marzo de 2010 a 12 de septiembre de 2010). Los espacios públicos urbanizados existentes a la entrada en vigor de la Orden deberán adaptarse a los contenidos del documento a partir del 1 de enero de 2019, siempre que sean susceptibles de ajustes razonables, mediante las modificaciones y adaptaciones que sean necesarias y adecuadas y que no impongan una carga desproporcionada o indebida.

- Ley 2/2010, de 17 de marzo, por la que se modifica la Ley 48/1960, de 21 de julio, de navegación aérea. (BOE núm.67, de 18 de marzo).

La modificación de esta Ley obliga al Estado a garantizar que en las poblaciones circundantes a los aeropuertos se respeten los objetivos de calidad acústica fijados en la normativa estatal, ley 37/2003, de 17 de noviembre, de ruido, así como a establecer servidumbres acústicas, con las correspondientes medidas correctoras, para el caso en que se superen dichos objetivos.

Las servidumbres acústicas deben ser aprobadas en los plazos fijados en la normativa estatal del ruido. No obstante, la Administración General del Estado, tal y como se establece en  la disposición transitoria, adelantará su aprobación que debe producirse en el plazo de seis meses desde la entrada en vigor de esta modificación (18 

de marzo de 2010) para los aeropuertos de más de 250.000 movimientos al año, y en el plazo de doce meses, para los aeropuertos de entre 50.000 y 250.000 movimientos al año.

Las Administraciones autonómicas y locales deben tener en cuenta las servidumbres acústicas, los planes de acción, los planes directores y los planes o programas de expansión o ampliación aeroportuarios para adaptar sus ordenamientos urbanísticos, a fin de no generar lesiones o perjuicios a los dueños u ocupantes de los bienes subyacentes.

Para la aprobación de los planes de acción y el establecimiento de servidumbres acústicas, el Ministerio de Fomento debe recabar informe de los Ayuntamientos y demás Administraciones afectadas por las mismas. 

- Ley 6/2010, de 24 de marzo, de modificación del texto refundido de la Ley de evaluación de impacto ambiental de proyectos, aprobado por Real Decreto Legislativo 1/2008, de 11 de enero. (BOE núm.73, de 25 de marzo).

La disposición adicional quinta de la ley 25/2009, de 22 de diciembre, de modificación de diversas leyes para su adaptación a la ley 17/2009, de 23 de noviembre, sobre libre acceso a las actividades de servicio y su ejercicio, establece una cláusula de salvaguarda de la necesidad de impacto ambiental de aquellos proyectos de actividades u obras que, en virtud de la citada ley dejan de estar sometidos al régimen de autorización administrativa y señala que dicha declaración de la evaluación de impacto ambiental deberá ser previa a la presentación de la declaración responsable sustitutoria de la autorización, debiendo disponerse de la documentación que así lo acredite. 

La modificación se efectúa con el objetivo de introducir las adaptaciones que permitan identificar a la administración sustantiva que debe asumir las competencias y facultades legales en la tramitación de impacto ambiental en los proyectos objeto de 

declaración de impacto ambiental no sometidos a autorización o aprobación administrativa. 

Esta ley afecta a la evaluación de impacto ambiental en el ámbito de la Administración General del Estado, por lo que no tiene carácter de básica salvo en los siguientes aspectos: la definición del órgano sustantivo del artículo 2.2 del TRLEIAP (modificado por el apartado uno del artículo único), los proyectos sometidos a comunicación o declaración responsable del artículo 18 bis (añadido en el apartado diez del artículo único) y, la nueva redacción que se da al apartado 1 del artículo 5 del TRLEIAP en el apartado dos del artículo único.

- Real Decreto- Ley 6/2010, de 9 de abril, de medidas para el impulso de la recuperación económica y el empleo. (BOE núm. 89, de 13 de abril). Publicada corrección de errores (BOE núm. 95, de 20 de abril). 

En el artículo 10, que lleva el título de “renovación de la prórroga sobre excepciones a la aplicación de los nuevos criterios de valoración de suelo”, se complementan las reglas de valoración previstas en el texto refundido de la ley de suelo, aprobado por Real Decreto Legislativo 2/2008, de 20 de junio, disponiendo la aplicación de unos coeficientes correctores, que permitirán poner en marcha las reglas de capitalización de rentas para valoración del suelo rural, y se prorrogan hasta 31 de diciembre de 2011 las reglas de valoración de suelo urbanizable previstas en la disposición transitoria tercera del RDL 2/2008 con el objeto de garantizar una suave transición a la aplicación de las nuevas reglas de valoración.

Recordemos que la citada disposición transitoria se refiere a la valoración de los terrenos que a la entrada en vigor de la ley 8/2007 (1 de julio de 2007) formaran parte del suelo urbanizable incluidos en ámbitos delimitados para los que el planeamiento hubiera establecido las condiciones para su desarrollo, que debían valorarse conforme a las reglas establecidas en la ley 6/98, de 13 de abril, sobre régimen de suelo y valoraciones, tal y como quedaron redactadas por la ley 10/2003, de 20 de mayo, 

siempre y cuando en el momento a que debía entenderse referida la valoración no hubieran vencido los plazos para la ejecución del planeamiento. De no existir en el planeamiento previsión expresa de plazos de ejecución ni en la legislación de ordenación territorial y urbanística, las reglas de valoración, debía aplicarse el de tres años contados desde la entrada en vigor de la ley 8/2007, plazo que finaba el 1 de julio de 2010.

2. COMUNIDADES AUTONOMAS.

B) CATALUÑA

- Decreto 13/2010, de 2 de febrero, del Plan para el derecho a la vivienda 2009-2012. (DOGC núm.5565, de 11 de febrero).

- Ley 2/2010, de 18 de febrero, de prevención y seguridad en materia de incendios en establecimientos, actividades, infraestructuras edificios. (DOGC núm. 5584, de 10 de marzo). 

- Ley 5/2010, de 26 de marzo, de bases de delegación en el Gobierno de la potestad legislativa para la adecuación de las normas con rango de ley a la Directiva 2006/123/CE, del Parlamento y del Consejo, de 12 de diciembre de 2006, relativa a los servicios en el mercado interior. (DOGC núm.5601, de 6 de abril).

Esta Ley de bases autoriza al Gobierno de la Generalidad para dictar Decretos Legislativos que aprueben nuevos textos articulados, en los términos artículo 63 del Estatuto de Autonomía.. La delegación se refiere a las materias reguladas en el Anexo de la ley, entre las que se incluye el Texto Refundido de la ley municipal y de régimen local de Cataluña, aprobado por Decreto Legislativo 2/2003, de 28 de abril. Se establece el plazo de seis meses a partir su entrada en vigor (7 de abril de 2010) para hacer uso de la delegación legislativa.

- Ley 7/2010, de 21 de abril, de modificación de la Carta municipal de Barcelona. (DOGC núm. 5619, de 30 de abril).

Se añade un título el VIII a la ley 22/1998, de 30 de diciembre, de la Carta de Barcelona que regula el Consejo Económico y Social de Barcelona.

Es considerado un órgano consultivo del Ayuntamiento, de carácter general y de participación de los agentes sociales y económicos más representativos de la ciudad.

En el ejercicio de sus funciones, elabora estudios, dictámenes y propuestas sobre materias económicas y sociales a solicitud de los órganos de gobierno municipal o a iniciativa propia. En todo caso, le corresponde, entre otras materias, emitir informes sobre el plan general, los proyectos de transformación de la ciudad, los convenios y acuerdos con otras instituciones sobre promoción territorial y la creación de mecanismos especiales para su gestión.

C) GALICIA

- Ley 1/2010, de 11 de febrero, de modificación de diversas leyes de Galicia para su adaptación a la Directiva 2006/123/CE del parlamento Europeo y del Consejo, de 12 de diciembre, relativos a los servicios en el mercado interior. (DOG núm. 36, de 23 de febrero).

En lo que atañe a este informe debe indicarse que se modifica la ley 5/1997, de 22 de julio de Administración Local de Galicia para introducir las figuras de la declaración responsable y la comunicación previa como medios de intervención de las entidades locales en la actividad de los ciudadanos.

- Decreto 29/2010, de 4 de marzo, por el que se aprueban las normas de habitabilidad de viviendas en Galicia.(DOG núm.53, de 18 de marzo).

Supone la derogación expresa del Decreto 262/2007, de 20 de diciembre, por el que se aprobaron las normas del hábitat gallego.

Se dedica un Capítulo a la coordinación de la normativa de habitabilidad con la legislación urbanística fundamentada en la premisa de que la normativa de habitabilidad no puede establecer determinaciones que impidan el desarrollo real de la ordenación 

diseñada y aprobada mediante las oportunas figuras de planeamiento. Por este motivo, se elimina de esta normativa todos aquellos aspectos que pudieran hacer inviable la materialización de las determinaciones establecidas en el planeamiento urbanístico adecuadamente aprobado.

Se suprimen de la presente normativa todas las exigencias relativas a la composición arquitectónica y reglamentación de vuelos que no inciden en la habitabilidad de las viviendas y cuya regulación corresponde al planeamiento urbanístico.

Del mismo modo, se considera que es el planeamiento urbanístico el que debe establecer, tras un minucioso análisis del territorio y la evaluación de las distintas alternativas de ordenación, las condiciones de los espacios exteriores en los que se implantarán las edificaciones residenciales.

De otro lado, se flexibilizan las condiciones parta compatibilizar los requerimientos de habitabilidad de viviendas con los de protección del patrimonio. El presente Decreto reduce las exigencias normativas en aquellos aspectos en los que la protección del patrimonio debe prevalecer.

Se simplifica también el proceso de autorización de las excepciones al cumplimento de determinados aspectos de la normativa, potenciando el papel de los Ayuntamientos en aras a racionalizar y simplificar el procedimiento para la obtención de las licencias 

- Ley 2/2010, de 25 de marzo, de medidas urgentes de modificación de la Ley 9/2002, de 30 de diciembre, de ordenación urbanística y protección del medio rural de Galicia. (DOG núm.61, de 31 de marzo). Publicada corrección de errores DOG núm.76 de 23 de abril.

La ley 9/2002, de 30 de diciembre fue perfeccionada y completada en determinados aspectos puntuales por la ley de reforma 15/2004, de 29 de diciembre.

Esta modificación pretende dar un mayor reconocimiento a la función y responsabilidad que corresponde a la Administración Local en la actividad urbanística del término municipal respectivo y la reconfiguración de los procesos de formulación y aprobación del plan urbanístico, aligerando sus plazos e insertando en los mismos los trámites propios para el tratamiento y la evaluación de su componente ambiental, como también supone la redefinición del concepto legal básico de núcleo rural, a fin de abarcar con él las múltiples tipologías que ofrece la realidad.

Partiendo de la premisa de que la competencia de aprobación de los planes constituye una competencia de titularidad compartida entre la administración local y la autonómica y, en la línea de lograr una mayor eficacia y operatividad, se introduce una sensible reducción de los plazos correspondientes a la tramitación autonómica rebajando de tres a dos meses los plazos previsto en el régimen legal vigente, con excepción de los previstos para la aprobación de los planes generales que se mantienen en tres meses. Al mismo tiempo se profundiza en la cooperación de los distintos departamentos autonómicos en el proceso de documentación e información a aportar a los ayuntamientos para la redacción de los instrumentos de ordenación 

De otro lado, el procedimiento de evaluación ambiental estratégica pasa a constituir parte del propio contenido de los instrumentos de ordenación del territorio y del planeamiento urbanístico, de conformidad con lo previsto en la normativa comunitaria en materia de medio ambiente y en su norma de transposición al ordenamiento jurídico del Estado. 

Respecto al suelo rústico se modifica parcialmente la casuística de usos permitidos según las diferentes categorías de sus protecciones especiales, ampliándose el reconocimiento de la competencia municipal para el otorgamiento de las licencias, sin necesidad de autorización autonómica previa, para todos aquellos actos de edificación o 

uso del suelo rústico directamente vinculados con la explotación racional de los recursos y el uso natural de los predios. 

Se recupera el protagonismo del plan general de ordenación urbana para delimitar y establecer el régimen urbanístico de los núcleos rurales de su territorio. Éste podrá contemplar tres tipos básicos de núcleo rural: el núcleo rural histórico tradicional, para el que se mantienen todas las características que ya se recogían en la ley vigente; el núcleo rural común, en el que se incluyen todos aquellos asentamientos reconocibles como suelo de núcleo rural que presenten un grado de consolidación por la edificación igual o superior a un tercio de su superficie, pero que no reúnan las características imprescindibles para su inclusión por el plan general en el tipo básico anterior; y el núcleo rural complejo, referido a aquellos asentamientos de población que sean resultado de la concurrencia y compatibilidad en el seno de un mismo asentamiento rural de los dos tipos básicos anteriores. Asimismo, respecto de este tipo de núcleos se retoma la figura del plan especial de ordenación del núcleo rural para cuya formulación y aprobación serán competentes los ayuntamientos respectivos.

Se introducen una serie de medidas complementarias encaminadas al refuerzo de la seguridad jurídica y a dotar de mayor estabilidad al tráfico inmobiliario. Se modula el régimen jurídico vigente para los edificios fuera de ordenación, así como el previsto respecto de las edificaciones y construcciones realizadas sin licencia, en cualquier tipo de suelo, existentes con anterioridad al 1 de enero de 2003 y que a la entrada en vigor de esta modificación legislativa hayan transcurrido -sin haberla llevado a cabo- los plazos de restablecimiento de la legalidad urbanística, que quedan incorporados al patrimonio de su titular. Respecto del régimen de los edificios fuera de ordenación, cuando sólo parcialmente sean incompatibles con el nuevo planeamiento, pueden autorizarse obras parciales y circunstanciales de consolidación, así como las de mejora, reforma y, en casos justificados, ampliación de la superficie construida.

Se regula ampliamente el procedimiento expropiatorio de tasación conjunta y se atribuye al municipio la competencia para su aprobación, en el caso de que sea éste el órgano expropiante.

La modificación operada, da nueva redacción al artículo 177 relativo al destino del patrimonio municipal del suelo. Se obliga a que cuando exista demanda de viviendas sujetas a algún régimen de protección pública, al menos, el 50% de los bienes y derechos obtenidos con cargo al 10% de cesión obligatoria sean destinados preferentemente a cubrir dicha necesidad. Si transcurren dos años desde que los terrenos integrantes del patrimonio municipal del suelo, destinados a la necesidad señalada, adquieren la condición de solar, o el plazo menor que pueda establecer el planeamiento para la edificación, sin que el proceso hubiera concluido por causas imputables a la administración titular, el Consejo de la Xunta de Galicia, tras el requerimiento de cumplimiento previsto en el artículo 208 de  la ley 5/1997, de administración local de Galicia, podrá promover la construcción de viviendas sujetas a  algún régimen de protección hasta la finalización completa del proceso.

D) ANDALUCIA

- Ley 1/2010, de 8 de marzo, reguladora del derecho a la vivienda en Andalucía. (BOJA núm.54, de 19 de marzo).

En el título II se regulan los medios con que cuentan lasa administraciones para hacer efectivo el derecho a la vivienda. Se otorga reconocimiento legal a los planes de vivienda y suelo tanto autonómicos como a los locales. La elaboración de estos planes debe ser coordinada con el planeamiento urbanístico. Los municipales deben ser revisados cada cinco años. 

En el artículo 10 se regulan las determinaciones del planeamiento urbanístico. Debe clasificar suelo suficiente con uso residencial para su desarrollo y ejecución a corto y medio plazo y, en relación a las reservas de suelo con destino a vivienda protegida, la edificabilidad destinada a tal fin en cada área o sector con uso residencial, las previsiones de programación y gestión de la ejecución de los correspondientes ámbitos y, en los suelo con ordenación detallada, su localización concreta, plazos de inicio y terminación de las actuaciones.

Para asegurar el cumplimiento de los objetivos de los planes de vivienda y, la Administración de la Junta de Andalucía, de manera justificada, podrá establecer reservas de suelo conforme a las previsiones de la legislación urbanística con destino preferente a viviendas protegidas, en cualquier clase de suelo. El establecimiento de estas reservas conlleva la obligación del Ayuntamiento de incorporar los terrenos al instrumento de planeamiento aplicable y justifica la modificación del planeamiento municipal para su incorporación, debiendo garantizar la administración de la Junta, las dotaciones y equipamientos de su competencia que requiere la ley.

- Decreto 60/2010, de 16 de marzo, por el que se aprueba el Reglamento de Disciplina Urbanística de la Comunidad Autónoma de Andalucía. (BOJA núm.66, de 7 de abril).

En cumplimiento de la disposición final única de la ley 7/2002, de 17 de diciembre, de ordenación urbanística, este reglamento desarrolla los preceptos de sus Títulos VI y VII, regulando, tanto la intervención preventiva de los actos de edificación o construcción y uso del suelo, incluidos el subsuelo y el vuelo y la inspección urbanística, como la protección de la legalidad urbanística y las infracciones y sanciones, con la finalidad primordial de asegurar la efectividad de la ordenación urbanística establecida en la legislación y el planeamiento.

Se detallan de manera precisa tanto los procedimientos de licencias como las distintas tipologías; se introducen las autorizaciones por fases y parciales y los procedimientos abreviados para obras menores.

El refuerzo de las acciones destinadas a prevenir infracciones urbanísticas es otra de las claves del reglamento. Se incorporan medidas de coordinación con el registro de la propiedad, que deberá comunicar a las administraciones competentes la solicitud de inscripción de parcelaciones cuando existan dudas fundadas sobre su licitud. Asimismo se amplia el listado de hechos inscribibles como las sentencias firmes que acuerden la nulidad de una licencia.

Igualmente novedosa es la introducción  del principio de cumplimiento por equivalencia para aquellas situaciones excepcionales en las que es imposible la ejecución material o legal de las resoluciones dictadas, previos informes técnico y jurídico que así lo acredite, en estos casos se exigirá una indemnización sustitutoria en metálico o mediante la cesión de terreno, con independencia de la multa que se imponga.

En el régimen sancionador, la principal novedad es la eliminación de la posibilidad de beneficio económico para el infractor. Para ello, el reglamento dispone incrementos en la cuantía de la multa si tanto ésta como el coste de reposición se sitúan por debajo del lucro ilegalmente obtenido. El reglamento es especialmente duro con respecto de las parcelaciones ilegales para las que estipula sanciones en ningún caso inferiores al 150% del beneficio obtenido.

Las infracciones muy graves  conllevan multas de entre 6.000 y 120.000 euros e incluyen, entre otros supuestos, actuaciones en suelo no urbanizable sin instrumento de planeamiento, en no urbanizables de especial protección, en espacios libres o en bienes protegidos por el planeamiento urbanístico. Las infracciones graves, entre las que destaca la obstaculización de la labor inspectora, conllevan el pago de una multa entre 3.000 y 5.999 euros, mientras que  por los incumplimientos leves la sanción se fija entre 600 y 2.999 euros.

El régimen sancionador incluye también el reconocimiento de la buena disposición del infractor a acatar las resoluciones y restaurar la legalidad, de tal modo que puede beneficiarse de una reducción del 50% si asume la reparación antes de los dos meses estipulados, esta medida también es aplicable si el interesado abona la multa en el plazo de un mes o presenta aval por el total del coste de la reposición física.

F) CANTABRIA

- Decreto 19/2010, de 18 de marzo, por el que se aprueba el Reglamento de la Ley 17/2006, de 11 de diciembre, de control ambiental integrado. (BOC núm. 62, de 31 de marzo).

En el Título I se contemplan las disposiciones generales aplicables, las técnicas ambientales, la competencia orgánica y el registro ambiental. El Título II regula pormenorizadamente el régimen jurídico de la autorización ambiental integrada. El Título III regula la evaluación ambiental en sus dos vertientes. La primera, la evaluación ambiental de planes o programas, conocida como evaluación ambiental estratégica y, la segunda, la evaluación de impacto ambiental de proyectos consistente en la realización de obras, instalaciones y actividades.

El Título IV está dedicado a la comprobación ambiental y viene a sustituir a todo el procedimiento contemplado para la obtención de la licencia de actividad en el RAMINP.

Finalmente, el Título V regula el control y la disciplina ambiental.

I) VALENCIA

- Decreto 52/2010, d e26 de marzo, del Consell, por el que se aprueba el Reglamento de desarrollo de la Ley 4/2003, de 26 de febrero, de la Generalitat, de espectáculos públicos, actividades recreativas y establecimientos públicos. (DOCV núm. 6236, de 30 de marzo).

El reglamento consta de 369 artículos estructurados en 17 títulos. En el título II se desarrolla el procedimiento para la obtención de las licencias de actividad y de funcionamiento. Se desglosan todos los requisitos y documentación necesaria así como los pasos a dar tanto por la administración local como por la autonómica.

La licencia de actividad es objeto de una tramitación municipal y otra autonómica, siendo el informe que emite la administración autonómica siempre vinculante. 

Resulta novedoso el título X que regula las condiciones técnicas que deben de tener los recintos donde se desarrollan las actividades recreativas y los espectáculos públicos. En este sentido, y con la necesaria remisión al Código Técnico de la Edificación (CTE) y a la normativa de accesibilidad y supresión de barreras arquitectónicas como base fundamental, se regulan únicamente aquellos detalles que, si bien, dentro del marco de la referida normativa, la completan y la especifican a los efectos de no dejar ninguna cuestión fuera de regulación. 

- Ley 2/2010, de 31 de marzo, de medidas de protección y revitalización del conjunto histórico de la ciudad de Valencia. (DOCV núm. 6239, de 6 de abril).

El contenido de esta ley fue analizado en el informe emitido en el mes de febrero y se refería al Decreto ley aprobado por la Generalidad.

El Pleno del Tribunal Constitucional, por providencia de 14 de abril de 2010, ha admitido a trámite el recurso de inconstitucionalidad, número 2977-2010, promovido por el Presidente del Gobierno, contra los artículos 1, 2, 3 apartado 2, de la disposición derogatoria y el párrafo segundo de la disposición final segunda de la presente ley. Por el Presidente del Gobierno se ha invocado el artículo 161.2 de la CE, lo que produce la suspensión de la vigencia y aplicación de los preceptos impugnados desde la fecha de interposición del recurso, 9 de abril- para las partes del proceso, y desde la publicación del correspondiente edicto en el BOE para terceros. 

- Decreto 54/2010, del Consell, por el que se modifica el Decreto 7/2009, de 9 de enero, regulador de los establecimientos de restauración de la Comunidad Valenciana. (DOCV núm.6239, de 6 de abril).

· Orden 6/2010, de 24 de marzo, de la Consellería de Medio Ambiente, Agua, Urbanismo y Vivienda, que modifica , respectivamente, las órdenes de la Consellería de Medio Ambiente, Agua, 

UrbanismoVivienda de 28 de julio de 2009, por la que se regula el procedimiento para la tramitación de las medidas de financiación de 

actuaciones protegidas previstas en los planes de vivienda y suelo, y la de 18 de diciembre de 2009, por la que se crea y regula el registro de demandantes de vivienda protegida. (DOCV núm. 6241, de 8 de abril). Publicada corrección de errores en DOCV núm. 6243, de 12 de abril. 

- Orden 7/2010, de 29 de marzo, de la Consellería de Medio Ambiente, Agua, Urbanismo y Vivienda, por la que se regulan los carteles y placas que identifican las actuaciones protegidas en materia de vivienda y suelo para el plan autonómico de vivienda de la Comunidad Valenciana 2009-2012. (DOCV núm.6247, de 16 de abril.).

J) ARAGON

- Orden de 15 de enero de 2009, del Consejero de Obras Públicas, Urbanismo y Transportes, por la que se aprueban las bases generales para la adjudicación de los programas de urbanización y las bases particulares tipo. (BOA núm.32, de 17 de febrero).

La ley 3/2009, de 17 de junio, de urbanismo de Aragón introdujo en nuestra legislación urbanística el sistema de gestión indirecta o ejecución del planeamiento por urbanizador. 

El artículo 182 de la ley atribuye la competencia a los municipios para que mediante ordenanza aprueben las bases generales para la adjudicación de los programas de urbanización, así como las bases particulares. No obstante, el apartado cuatro del citado precepto dispone expresamente que el Departamento competente en materia de urbanismo, oído el Consejo de Urbanismo de Aragón, aprobará unas bases generales para la adjudicación de los programas de urbanización que serán supletorias de las 

aprobadas por los municipios y unas bases particulares tipo, a este mandato responde el dictado de la presente Orden. 

Como se indica en la base I, tiene por objeto regular las diferentes actuaciones jurídicas, económicas y administrativas que afecten al procedimiento de adjudicación.

Los programas de urbanización deben abarcar una o varias unidades de ejecución completas siendo sus objetivos funcionales básicos el de conectar e integrar adecuadamente la urbanización; obtener gratuitamente a favor de la administración las infraestructuras y los suelos reservados para equipamientos públicos incluidos en el ámbito de actuación y obtener gratuitamente los suelos donde se debe materializar el aprovechamiento que debe corresponder al municipio.

Las proposiciones están integradas por tres sobres, siendo el sobre A el que contiene la alternativa técnica, el sobre B, que comprende la proposición jurídico económica y, el sobre C, que debe incluir los requisitos de capacidad, solvencia técnica y económica.

El procedimiento para la selección del urbanizador se contempla en el capítulo tercero. Las alternativas técnicas se presentan para su tramitación ante el Alcalde quien debe decidir, dando cuenta de ello al Pleno si se desestima la alternativa presentada o se acuerda su tramitación en competencia, sometiéndola a información pública, por un plazo mínimo de dos meses, y posterior licitación.

El plazo para que el Alcalde resuelva sobre la selección de una alternativa técnica es de tres meses, si sólo hubiera una sin competencia, o de nueve meses, en los demás supuestos, siendo así que en el caso de que transcurra el plazo para resolver sin haber adoptado resolución al respecto el silencio es negativo y se entienden  rechazadas toda las alternativas técnicas presentadas. 

En el caso de que se seleccione una de ellas, en el mismo acuerdo se debe convocar expresamente el acto de apertura de plicas de las proposiciones jurídico- económicas dentro del mes siguiente. 

El Alcalde debe resolver sobre la adjudicación del programa de urbanización en un plazo de seis meses, si solo hubiera una proposición jurídico económica o, de nueve meses en los demás supuestos.

En la base XVI se fijan los criterios objetivos de adjudicación tanto de la alternativa técnica como de la proposición jurídico-económica.

El acto expreso y publicado de la aprobación y adjudicación del programa de urbanización confiere al urbanizador el derecho a ejecutar el planeamiento que resulte de aplicación, previa prestación de la garantía definitiva que proceda, en los términos y con los efectos establecidos en la normativa de contratación del sector público e implica la declaración de utilidad pública de las obras y la necesidad de ocupación de los terrenos y edificios correspondientes, a los fines de la expropiación forzosa e imposición de servidumbres.

Cuando no haya resultado seleccionado como urbanizador quien, con su iniciativa, dio lugar la tramitación en competencia o formuló la alternativa técnica seleccionada, que total o parcialmente sirvió para la adjudicación del programa de urbanización, el Ayuntamiento garantizará el reembolso, como un coste más de urbanización, de los gastos justificados de redacción de la alternativa técnica, del proyecto de urbanización y los demás gastos que se acrediten.

En el capítulo cuarto se regula la ejecución del programa de urbanización. Se prevé el supuesto de cesión y subcontratación de las obras; las penalizaciones que pudieran imponerse, así como la modificación del programa y la recepción de las obras de urbanización.

- Orden de 3 de febrero de 2010 del Consejero de Obras Públicas, Urbanismo y Transportes, por el que se concreta el ámbito subjetivo del régimen urbanístico simplificado regulado en la Ley 3/2009, de 17 de junio, de Urbanismo de Aragón. (BOA núm. 44, de 4 de marzo).

La disposición final séptima de la Ley 3/2009 establecía que en el plazo de seis meses contados desde la entrada en vigor de la ley se dictaría la Orden del Consejero competente en materia de urbanismo a que hace referencia el artículo 284.3 de la misma. Dicha Orden debía incluir la identificación de los municipios que podrían acogerse así como los que no podrían acogerse al régimen urbanístico simplificado, distinguiendo los municipios con población inferior a mil habitantes de los de población inferior a dos mil.

Mediante esta Orden se autoriza la aplicación del régimen urbanístico simplificado, regulado en el título séptimo de la ley 3/2009, de acuerdo con la previsión contenida en el artículo 284.3.a) a los municipios incluidos en el anexo I de la Orden por concurrir razones de escasa intensidad o dinamismo de la actividad urbanística o la ausencia acreditada de incrementos relevantes en los precios del suelo y vivienda en los mismos, distinguiendo dos supuestos:

a) Municipios con población inferior a mil habitantes que podrán ejercer sus competencias de conformidad con el título séptimo, siéndoles de aplicación en todo caso lo establecido en los artículos 288 a 290 (aprovechamiento urbanístico, gestión urbanística y urbanización en régimen de obras públicas ordinarias).

b)  Municipios con población inferior a dos mil habitantes que podrán acogerse a lo establecido en el artículo 286.2.a 6 de la ley, siéndoles de aplicación en todo caso lo establecido en los artículos 288 a 290 (aprovechamiento urbanístico, gestión urbanística y urbanización en régimen de obras públicas ordinarias).

Asimismo, se excluye de la aplicación del régimen urbanístico simplificado a los municipios incluidos en el Anexo II por concurrir razones que justifican dicha exclusión, tales como su especial relevancia territorial, turística, cultural o de otro orden, la especial intensidad y dinamismo de la actividad urbanística, un notable 

incremento acreditado de los precios del suelo o la vivienda o su cercanía a municipios de más de ocho mil habitantes.

- Decreto 26/2010, de 23 de febrero, del Gobierno de Aragón, por el que se modifican las Directrices Parciales de Ordenación Territorial del Pirineo Aragonés aprobadas por Decreto 291/2005, de 13 de diciembre, del Gobierno de Aragón. (BOA núm.46 de 8 de marzo). 

El documento de Directrices se compone de Memoria, Estrategias y Directrices o Normas Territoriales y se acompaña de una serie de anejos, entre ellos el anejo B, que recoge el catalogo de patrimonio arquitectónico y etnográfico, al que se hace referencia en el Capítulo V del documento de Directrices.

Por sentencia de 7 de julio de 2009 de la Sección Tercera de la Sala de lo Contencioso Administrativo del TSJA se dispuso la anulación de la inclusión de la denominada “Casa Aznar” de Hoz de Jaca en el catalogo. Al ser firme dicha sentencia el Gobierno de Aragón debía proceder a la exclusión de dicho inmueble del mencionado catalogo, siendo este el objeto que ha conllevado aprobación del presente Decreto.

- Decreto 25/2010, de 23 de febrero, del Gobierno de Aragón, de modificación del Decreto 101/1999, de 3 de septiembre, por el que se crea la Comisión Delegada del Gobierno para Política Territorial. (BOA núm.46 de 8 de marzo). 

La modificación responde a la necesidad reflejar dentro de las competencias que ostenta la Comisión Delegada aquellas otras que le han venido otorgadas tras la aprobación de la Ley 4/2009, de 22 de junio de Ordenación del Territorio de Aragón.

Se considera que a efectos de seguridad jurídica y de claridad en las actuaciones, es aconsejable que se aglutinen en el Decreto de creación de la Comisión Delegada, las nuevas funciones que se atribuyen en la LOTA. También, se incorpora una cláusula residual, tanto con carácter general como con referencia expresa a la LOTA que indica “cualesquiera otras funciones que se deriven de la LOTA o de su desarrollo reglamentario”. Asimismo, con objeto de evitar sucesivas modificaciones derivadas de 

cambios en la estructura de los Departamentos del Gobierno de Aragón se sustituyen las referencias concretas a los Departamentos por menciones a las competencias que asumen dichos Departamentos.

- Decreto 23/2010, de 23 de febrero, del Gobierno de Aragón, por el que se aprueba el Reglamento de admisión en espectáculos públicos, actividades recreativas y establecimientos públicos. (BOA núm.46 de 8 de marzo). 

El presente Decreto supone el desarrollo reglamentario del régimen de admisión al que se refieren los artículos 9.b) y 27.i) de la ley 11/ 2005, de 28 de diciembre, reguladora de los espectáculos públicos, actividades recreativas y establecimientos públicos de la CA y, genéricamente la disposición final tercera de la misma. 

Establece el régimen del derecho, del servicio y del personal de admisión en los espectáculos públicos, actividades recreativas y establecimientos públicos, así como el régimen de los centros de formación para formar a dicho personal; todo ello, con la finalidad de garantizar la libertad, seguridad e igualdad del público en la entrada y en el interior de los correspondientes locales y recintos.

- Orden de 22 de febrero, del Consejero de Obras Públicas, Urbanismo y Transportes, por la que se acuerda la aplicación del régimen transitorio de ayudas para la adquisición en propiedad de las viviendas protegidas de régimen concertado contenidas en la disposición transitoria primera, apartado 2.b) del Real Decreto 2066/2008, de 12 de diciembre, por el que se aprueba el Plan Estatal de vivienda y rehabilitación 2009-2012. (BOA núm.57, de  22 de marzo). 

Hasta el 31 de diciembre de 2010, período prorrogable mediante acuerdo del Consejo de Ministros, los adquirentes de viviendas protegidas de régimen tasado, si cumplen los requisitos para el acceso a la vivienda en propiedad previstos en el artículo 15.1.a) del Decreto 60/2009, de 14 de abril, del Gobierno de Aragón, por el que se regula el plan aragonés para facilitar el acceso a la vivienda y fomentar la rehabilitación 2009-2012, y sin perjuicio de lo dispuesto en el artículo 16.1, podrán obtener préstamo convenido sin subsidiación y la ayuda estatal directa a la entrada (AEDE), cuya cuantía 

dependerá de las circunstancias personales o familiares, correspondiendo en cada caso, únicamente, la cuantía más elevada de las que se establecen en la Orden.

K) CASTILLA-LA MANCHA

- Resolución de 5 de marzo de 2010, de la Secretaría General de Presidencia, por la que se dispone la publicación del acuerdo de la Comisión Bilateral de Cooperación Administración General del Estado-Comunidad Autónoma en relación con la Ley, de la Comunidad Autónoma de Castilla La Mancha, 2/2009, de 14 de mayo, de medidas urgentes en materia de vivienda y suelo por la que se modifica el Texto Refundido de la Ley de Ordenación del Territorio y de la Actividad Urbanística. (DOCL NÚM. 55, de 22 de marzo) 

Adoptado el acuerdo previsto en el artículo 33.2 de la Ley Orgánica 2/1979, del Tribunal Constitucional, y de conformidad con lo establecido en su letra c), se ha procedido a publicar el mismo en el DOCL.

El acuerdo atañe a los siguientes preceptos: 

A) Respecto de la regulación de la figura de los Planes de Singular Interés, en particular en lo que se refiere a la necesidad de que, con ocasión de su formulación, se proceda a la revisión del correspondiente planeamiento general vigente, la CA de Castilla La Mancha se compromete a armonizar la redacción del artículo 40 del Texto Refundido de la Ley de Ordenación del Territorio y de la Actividad Urbanística (TRLOTAU, en adelante) respecto de lo previsto en el art. 15.6 del Real Decreto Legislativo 2/2008, de 20 de junio por el que se aprueba el Texto Refundido de la Ley de suelo (TRLS, en adelante). Dicho artículo 15.6 indica que la legislación territorial y urbanística establecerá en qué casos el impacto de una actuación de urbanización obliga a ejercer de forma plena la potestad de ordenación del municipio.

B) Respecto del rescate de plusvalías urbanísticas en actuaciones de dotación, la CA se compromete a armonizar la redacción  de los artículos 69.2.b) y 45.3 del TRLOTAU  con los artículos 14 (actuaciones de transformación urbanística) y 16.1.b) 

del TRLS (deber de cesión a la administración competente el suelo libre de cargas de urbanización del porcentaje referido al incremento de la edificabilidad media ponderada atribuida a los terrenos incluidos en la actuación).

C) En relación a las referencias presentes en la normativa autonómica respecto de la normativa estatal de valoraciones, la CA se compromete a promover la armonización de los artículos 71.3.d) y 75.2 del TRLOTAU a lo previsto en el Título III del TRLS. Dicha armonización consistirá en promover la sustitución en aquellos preceptos de la mención “la normativa estatal de valoraciones” por la “legislación estatal sobre suelo”.

D) En relación a la caracterización de las permutas reguladas en los artículos 79.3.e) y 126.1.b) del TRLOTAU, ambas partes coinciden en la conveniencia de obviar el adjetivo “forzosa” que sigue al sustantivo “permuta”, manteniéndose la regulación de la figura reconducida al régimen de la ocupación directa vigente en el citado Texto Refundido, con el fin de armonizar la normativa autonómica a lo previsto en el artículo 30.1 del TRLS. Asimismo, la CA se compromete a incluir como regulación propia del desarrollo reglamentario de la legislación urbanística autonómica, que la aplicación de la figura de la permuta del artículo 79.3.e) del TRLOTAU debe realizarse de conformidad con la normativa estatal de suelo.

E) En relación con el último inciso del artículo 79.4.c) del TRLOTAU “salvo que previamente se devuelva a la Administración el total importe, actualizado, de la inversión a ésta imputable”, las partes coinciden en la conveniencia de obviar el mismo, como medida para promover la armonización de dicho precepto al régimen básico establecido para los patrimonios públicos de suelo en el artículo 39.2 del TRLS.

F) En relación con el artículo 92.5.c), letra 6ª del TRLOTAU, que regula la posibilidad de que la administración actuante acuerde la adjudicación directa de parcelas en reparcelación a favor de cualquier persona jurídica de derecho público o privado perteneciente al sector público, ambas partes coinciden en la conveniencia de 

hacer constar en el desarrollo reglamentario a que alude el propio artículo 92.5 que, el acuerdo por el que se produzca dicha adjudicación de fincas deberá asegurar, en todo caso, que el destino de las mismas sea acorde a los fines del patrimonio público de suelo.

M) NAVARRA

- Ley Foral 5/2010, de 6 de abril, de accesibilidad universal y diseño para todas las personas. (BON núm. 46, de 14 de abril).

En lo relativo a este informe, constituye parte del objeto de esta ley los espacios públicos urbanizados, las infraestructuras y la edificación.

Todo lo concerniente a las disposiciones generales y específicas de aplicación en la regulación de las características del ámbito urbanístico, del mobiliario urbano y de los espacios libres de uso público, se desarrollará mediante el correspondiente reglamento por parte del Gobierno de Navarra, norma que según dispone la disposición final 1ª de la ley debe aprobarse en el plazo de seis meses.

El Gobierno de Navarra y las Administraciones Públicas competentes para la tramitación y aprobación de los instrumentos de planeamiento y ejecución, así como de cualquier clase de proyectos que contengan supuestos a los que resulte de aplicación lo preceptuado en esta ley, deben comprobar la adecuación de sus determinaciones a la misma y a las normas reglamentarias que la desarrollen.

El cumplimiento de las previsiones contenidas en la ley y sus reglamentos será exigible para la aprobación de los instrumentos de planeamiento y de ejecución, así como la  concesión de las preceptivas licencias y de la cédula de habitabilidad, licencia de primera utilización y la calificación de viviendas de protección oficial.

Serán objeto del sistema de arbitraje previsto en la ley con carácter voluntario, las quejas y reclamaciones que surjan en materia de igualdad de oportunidades, no 

discriminación y accesibilidad universal de las personas con discapacidad, sobre los espacios públicos urbanizados, las infraestructuras y la edificación.

En las disposiciones adicionales segunda y en la cuarta se regulan, respectivamente, las viviendas de uso exclusivo para personas con discapacidad y las viviendas de protección pública. El porcentaje de  viviendas de protección pública reservadas para personas con discapacidad debe mantener, al menos durante seis meses desde su oferta pública, el interior de las mismas sin distribución definitiva, con el objeto de adaptarlas a las necesidades derivadas de la discapacidad del adjudicatario. En su caso, el promotor está obligado a realizar las mencionadas adaptaciones.

- Ley Foral 6/2010, de 6 de abril, de modificación de diversas leyes forales para su adaptación a la Directiva 2006/123/CE, relativa a los servicios del mercado interior. (BON núm. 46, de 14 de abril).

Entre las normas que son objeto de modificación destaca la ley foral 17/ 2001, de 12 de julio, reguladora del comercio. Los cambios introducidos tienen fundamentalmente una doble dirección: supresión de los criterios económicos en la implantación de grandes superficies y simplificación de la tramitación administrativa.

Se efectúa una regulación detallada y novedosa de los establecimientos comerciales y su implantación, basada en criterios de ordenación territorial y medioambiental. Se considera necesario que tanto los instrumentos de ordenación territorial, como el planeamiento municipal regulen los usos comerciales según criterios que se establecen y, específicamente, los usos comerciales destinados a establecimientos sujetos a autorización autonómica.

Se establece un procedimiento más simplificado que conlleva tiempos de tramitación más breves para la autorización de la implantación de la superficie comercial a través de un plan sectorial de incidencia supramunicipal.

La instalación de los establecimientos comerciales se contempla en el Título segundo, capítulo II y, es en su sección 2ª, donde se regula la ordenación del territorio y urbanística del uso comercial.

Los planes de ordenación territorial deberán contener, entre las determinaciones de carácter vinculante, los criterios para la ordenación de los establecimientos comerciales en el territorio. Como criterios generales se tiene considerar:

a) La implantación preferente del comercio dentro del núcleo urbano de los municipios, incluidos los establecimientos sujetos a planes sectoriales de incidencia supramunicipal.

b) La dotación complementaria y unida a usos residenciales y las actividades comerciales.

c) La reducción del impacto de las actividades comerciales en su implantación sobre el territorio, en concreto, en los ámbitos de la movilidad, contaminación atmosférica, consumo de energía y ocupación de suelo.  

Los planes generales municipales deben ajustarse en la ordenación del uso comercial, además de a la ley foral 35/2002, de 20 de diciembre, de ordenación del territorio y urbanismo, a los principios y criterios establecidos por la presente ley así como por los planes de ordenación territorial.

El planeamiento general municipal ha de incluir, a los efectos del uso comercial, las siguientes determinaciones:

a) Una delimitación de los suelos urbano y urbanizable que mejor se adapte al uso genérico y al uso especifico de gran establecimiento comercial.

b) Una dotación comercial minima en los bajos de los edificios de vivienda colectiva de 3 m2 por vivienda, sin que puedan autorizarse en dicha dotación establecimientos que por sus características deban ser objeto de un plan sectorial de incidencia supramunicipal.

c) Un plan de atracción y ordenación comercial que contendrá medidas de embellecimiento, mejora urbana de las áreas comerciales de los cascos urbanos y áreas residenciales de alta densidad.

Los municipios, según se establece en la disposición adicional primera, están obligados a incluir las determinaciones descritas, en el momento de la revisión del planeamiento municipal o en el plazo máximo de cuatro años contados desde la entrada en vigor de la presente ley.

En la sección 3ª se regula la autorización e implantación de establecimientos comerciales mediante planes sectoriales de incidencia supramunicipal. Dichos planes tendrán el contenido mínimo establecido en el artículo 43 de la ley de ordenación del territorio y urbanismo y el estudio de viabilidad económica de la actuación debe entenderse referido a la actuación de urbanización y en ningún caso a la viabilidad económica del gran establecimiento comercial.

Dentro del régimen transitorio contemplado en la disposición transitoria única se establece la posibilidad de exceptuar por parte del Gobierno de Navarra, durante un plazo de 12 meses desde la entrada en vigor de la ley, la implantación exclusiva de grandes establecimientos comerciales en suelo urbanos o urbanizables con uso residencial dominante.

- Ley Foral 7/2010, de 6 de abril, de modificación de la Ley Foral 6/1990, de 2 de julio, de Administración Local de Navarra, para su adaptación a la Directiva 2006/123/CE, relativa a los servicios del mercado interior. (BON núm. 46, de 14 de abril).

Se modifican los artículos 92 y 180. El primero hace referencia a la participación ciudadana y el segundo a los medios de intervención de las entidades locales e incluye además de las licencias, la comunicación previa o declaración responsable así como el control posterior al inicio de la actividad.

N) EXTREMADURA

- Decreto 51/2010, de 5 de marzo, por el que se regulan las exigencias básicas que deben reunir las viviendas de protección pública en el ámbito de la Comunidad Autónoma, se actualizan determinados precios del Decreto 114/2009, de 21 de mayo, por el que se aprueba el Plan de Vivienda, Rehabilitación y Suelo de Extremadura 2009-2012, y se modifica el régimen transitorio del Decreto 113/2009, de 21 de mayo, por el que se regulan las exigencias básicas que deben reunir las viviendas en el ámbito de la Comunidad Autónoma de Extremadura. (DOE núm. 48, de 11 de marzo). Publicada corrección de errores DOE núm. 62, de 5 de abril. 

Esta norma pretende adaptar la normativa autonómica, constituida hasta su entrada en vigor por el Decreto 195/1999, de 14 de diciembre, que regulaba las condiciones mínimas de habitabilidad de las viviendas, a las exigencias del vigente Código Técnico de la Edificación (CTE), así como establecer un marco ajustado a las nuevas demandas sociales en materia de vivienda.

Asimismo, atendiendo a la actual coyuntura económica, adopta medidas especiales en relación a la fijación y actualización de precios de las viviendas protegidas previstas en el Decreto 114/2009, de 21 de mayo, por el que se aprueba el plan de vivienda, rehabilitación y suelo de Extremadura 2009-2012.

Por otro lado, se modifica el régimen previsto en la  disposición transitoria primera del Decreto 113/2009, de 21 de mayo, suprimiendo el sometimiento a dicho Decreto de aquellos proyectos con licencia urbanística concedida en la fecha de entrada en vigor del mismo, que no hubiesen comenzado las obras en el plazo de seis meses desde la concesión de la licencia.

- Orden de 5 de abril  de 2010 por la que se crea y regula el registro de demandantes y el sorteo de viviendas protegidas financiadas al amparo de planes estatales de vivienda de Extremadura. (DOE núm.79, de 28 de abril).

El plan estatal de vivienda y rehabilitación 2009-2012 regulado por Real Decreto 2066/2008, de 12 de diciembre impulsa la creación de registros públicos de demandantes de vivienda protegida con el objeto de establecer un marco que permita su adjudicación con criterios de transparencia, publicidad y concurrencia, controlados por la administración pública.

Exige a los demandantes de vivienda y financiación estar inscritos en el citado registro, que debe ser creado y gestionado de conformidad con lo que disponga la normativa de las Comunidades Autónomas, a las que delega  la tramitación y resolución de los procedimientos de ayudas previstas en el plan estatal y a las que impele a poner en funcionamiento los citados registros en el plazo de un año desde la publicación del Real Decreto 2066/2008.

El objeto, pues, de esta Orden es la creación y regulación de dicho registro de demandantes y del sorteo de viviendas protegidas de nueva construcción o procedentes de la rehabilitación, destinadas a la venta o el arrendamiento, financiadas al amparo de los planes estatales de vivienda.

- Decreto 104/2010, de 23 de abril, por el que se aprueba el reglamento que regula el registro de demandantes y los procedimientos de sorteo en materia del plan especial de vivienda. (DOE  núm.80, de 29 de abril).

En Extremadura el Decreto 32/2006, de 21 de febrero, creó el registro de demandantes del plan especial de vivienda y estableció el sistema de selección de demandantes. Con posterioridad fue modificado por el Decreto 6/2008, de 25 de enero, de medidas tendentes a mejorar el funcionamiento del registro y a simplificar los trámites.

Este nuevo Decreto, que supone la derogación expresa del anterior, contempla nuevas medidas entre las que cabe destacar la finalización formal del procedimiento del sorteo, que no puede, ni debe, eternizarse en aras del interés general, o la inscripción y baja en el registro producida de oficio, que redunda en una mayor celeridad del procedimiento y persigue la comodidad del ciudadano. Recoge, asimismo, medidas 

accesorias que contribuyen a imprimir mayor seguridad y rapidez al procedimiento de sorteo, tales como el plazo para estampar el sello en el certificado de inscripción con vistas a participar en el mismo, las exclusiones al llamamiento de demandantes como compradores provisionales o sustitutos, las circunstancias que no computarán como renuncias a efectos de causar baja en el registro o, simplemente, la posibilidad de excluir del procedimiento de sorteo la vivienda de protección oficial de régimen general acogida al plan especial, cuando así lo aconsejen las circunstancias concurrentes. 

O) ISLAS BALEARES

- Decreto-Ley 1/2010, de 26 de marzo, de medidas urgentes relativas a determinadas infraestructuras y equipamientos de interés general. (BOIB núm.49 de 27 de marzo).

El presente Decreto-Ley introduce reformas legales puntuales. Los artículos 1 y 2 afectan de forma directa a  la delimitación y a la ordenación de espacios dotacionales de ámbito supramunicipal. En la isla de Ibiza habilita un posible espacio para la ubicació  de la depuradora de la ciudad, un sistema general de equipamiento e infraestructura supramunicipal. En Menorca posibilita la expropiación del acceso al centro de interpretación de la reserva de la biosfera como equipamiento público de carácter insular. 

El artículo 3 se refiere a la aplicación de la disposición adicional sexta del Decreto ley 1/2009, de 30 de enero, de medidas para el impulso de la inversión en la Islas Baleares.

Se prevé una solución para los ámbitos de suelo urbano y urbanizable ejecutados sin alcantarillado y que en la actualidad están paralizados por la imposibilidad de otorgar nuevas licencias, certificados de final de obra o cédulas de habitabilidad. Se considera que en un contexto de medidas para el impulso de la economía, la posibilidad de otorgar licencias en estos ámbitos será motivo de dinamización de las empresas de un sector especialmente castigado por la crisis. Un estimulo que tiene todas las garantías ambientales, ya que la previsión sólo afecta a sectores con uso predominantemente 

residencial y tipología unifamiliar aislada y siempre habrá un control ex ante de la  administración competente en materia hídrica. 

Se pueden otorgar las licencias siempre que se prevean sistemas provisionales de depuración de aguas residuales de carácter individual como depuradoras de agua o fosas sépticas estancas homologadas pero, deben respetarse una serie de plazos. En el plazo de un año desde la entrada en vigor del Decreto-Ley, los ayuntamientos deben aprobar definitivamente el proyecto de urbanización que incluya el sistema de alcantarillado y su conexión a los sistemas generales de depuración y las obras deben ejecutarse en el plazo de dos años. Al finalizar este último plazo todas las edificaciones deberán de haberse conectado al servicio de alcantarillado. 

- Decreto 57/2010, de 16 de abril, por el que se desarrollan y complementan diversas disposiciones reglamentarias establecidas en el Real Decreto 1027/2007, de 20 de julio, por el que se aprueba el reglamento de instalaciones térmicas de los edificios.(BOIB núm.62, de 24 de abril). 

Q) CASTILLA-LEON

- Ley 3/2010, de 26 de marzo, de modificación de la Ley 10/1998, de 5 de diciembre, de Ordenación del Territorio de la Comunidad de Castilla y León. (BOC y L núm.61, de 30 de marzo).

El fundamento de la modificación se encuentra en la necesidad de adaptar el procedimiento de elaboración y aprobación de los instrumentos de ordenación a los cambios normativos que se han producido durante el periodo de vigencia de la ley 10/1998, en especial, los referidos al trámite ambiental que ha de incardinarse necesariamente en la tramitación de los instrumentos de planificación territorial.

Partiendo del objetivo de dotar al procedimiento de una mayor rapidez y agilidad, se reordena el procedimiento de aprobación de los distintos instrumentos, haciendo coincidir trámites que admiten su impulsión simultánea a fin de simplificar el procedimiento y dotarle de una mayor celeridad. 

- Decreto 15/2010, de 25 de marzo, por el que se modifica el Decreto 99/2005, de 22 de diciembre, por el que se regula la promoción, adquisición y arrendamiento protegido de la vivienda joven en Castilla y León , el Decreto 55/2008, de 24 de julio, por el que se regula la promoción, adquisición y arrendamiento protegido de la vivienda de precio limitado para familias en Castilla y León y el Decreto 100/2005, de 22 de diciembre, por el que se regula la reserva de viviendas vacías para alquiler (REVIVAL) de Castilla y León.( BOC y L núm. 62, de 31 de marzo).

La reforma del Decreto 99/2005, de 22 de diciembre se refiere a la posibilidad de que el préstamo hipotecario pueda ser cualificado, esto es autonómico, dentro de los convenios que pudiera firmar la Consejería de Fomento con las entidades financieras, o, convenido, que es el que se firma con el Estado, y tanto si formaliza uno como otro, puedan acceder, en su caso, a las ayudas autonómicas. Asimismo, se establece la posibilidad de que el pago de las ayudas se haga a través de las entidades financieras concedentes del préstamo o bien directamente al interesado y, finalmente, se regula de modo más general, la vivienda joven de régimen general para no circunscribirlo a un determinado Real Decreto.

Por lo que respecta al Decreto 55/2008, de 24 de julio, se incorpora una nueva actuación protegida como es la adquisición de viviendas libres que reúnan los requisitos establecidos en el artículo 2 de dicho Decreto, a fin de aumentar el número de familias que se puedan beneficiar de estas actuaciones y se modifica el precio de estas viviendas en segunda y posterior transmisión para hacerlo congruente con el resto de las transmisiones de viviendas protegidas. 

Finalmente, la modificación del Decreto 10072005, de 22 de diciembre, afecta a dos aspectos. El primero se refiere a flexibilizar los requisitos relativos al cómputo de ingresos de forma que se consideren los ingresos familiares máximos totales, sin corregir, el segundo se refiere a la adaptación de la denominación de la empresa pública que gestiona el REVIVAL, anteriormente denominada Gestión de infraestructuras de 

Castilla y León, GICAL SA y que pasa a denominarse Promoción de viviendas, infraestructuras y logística PROVIL SA.

II. NOVEDADES JURISPRUDENCIALES. 

Las novedades jurisprudenciales se refieren a las dictadas entre las fechas 1 de febrero de 2010 y el 30 de abril de 2010.

0. TRIBUNAL EUROPEO DE DERECHOS HUMANOS.

- STEDH de 18 de febrero de 2010. Demanda núm. 48380/2007. Caso Pechlivanidis y otros contra Grecia.

Los demandantes son propietarios indivisos de un terreno situado en el municipio de Moschato, en la Ática. En 1987 por decisión municipal se modifican el plan de la zona donde se sitúa este terreno y se califica de zona verde, y uso deportivo. Confirmado este acuerdo en varias ocasiones, entre una y otra, los propietarios efectúan demanda extrajudicial tendente a la revocación de las medidas litigiosas.

Tras diversas actuaciones administrativas y judiciales el tribunal administrativo del Pireo constata en 2007 que durante este largo periodo, la administración no había tomado ninguna medida tendente a la realización de la obra proyectada por la modificación del plan litigioso. Ordenó a la administración a modificar el plan del barrio para permitir el desbloqueo del terreno litigioso, que devino firme porque no se interpuso recurso alguno.

La administración, en su lugar, procede a comunicar la expropiación de los suelos. Recurrida esta nueva actuación, se anula la expropiación; pero posteriormente, el Ayuntamiento califica el terreno como zona verde y ordena una nueva expropiación.

La sentencia efectúa un análisis del derecho interno aplicable, en concreto de la constitución griega y de la ley complementaria del código civil así como de la jurisprudencia de los tribunales griegos según la cual si un terreno afectado por la construcción de una obra de utilidad pública resulta bloqueado durante un largo periodo 

sin que la administración proceda a su expropiación formal mediante un previo, el propietario puede solicitar la reversión del bien, así como una indemnización por el daño causado y por la privación de su uso. En definitiva, si la administración ocupa ilegalmente un terreno, el propietario puede solicitar además de la restitución del bien, una indemnización por la privación del uso.

La sentencia del TEDH, después de analizar los artículos de la convención de los derechos humanos cuya violación se alega, considera que efectivamente se ha producido violación del artículo 6.1 del tratado que reconoce el derecho de toda persona a que su causa sea oída equitativa, públicamente y dentro de un plazo razonable, por un Tribunal independiente e imparcial, establecido por la Ley, que decidirá los litigios sobre sus derechos y obligaciones de carácter civil o sobre el fundamento de cualquier acusación en materia penal dirigida contra ella. 

Igualmente, considera que en el proceso expuesto se violó el artículo 13 del convenio según el cual “Toda persona cuyos derechos y libertades reconocidos en el presente Convenio hayan sido violados tiene derecho a la concesión de un recurso efectivo ante una instancia nacional, incluso cuando la violación haya sido cometida por personas que actúen en el ejercicio de sus funciones oficiales”

También obliga al Estado griego a abonar, en el plazo de 3 meses desde que devenga firme la sentencia, a los demandantes la cantidad de 40.000 euros por daños morales y 2.000 euros, cantidades que generarán un interés según la tasa legal facilitada por el BCE, aplicable durante este periodo, aumentada en 3 puntos porcentuales.

1. TRIBUNAL CONSTITUCIONAL.

· Como ya se ha indicado más arriba en el apartado correspondiente a la legislación de la Comunidad valenciana, el Pleno del Tribunal Constitucional, por providencia de 14 de abril de 2010, admitió a 

trámite el recurso de inconstitucionalidad, número 2977/2010, promovido por el Presidente del Gobierno, contra los artículos 1, 2, 3 apartado 2, de la disposición derogatoria y el párrafo segundo de la disposición final segunda de la Ley 2/2010, de 31 de marzo, de medidas de protección y revitalización del conjunto histórico de la ciudad de Valencia. La invocación del artículo 161.2 de la CE, supone la suspensión de la vigencia y aplicación de los preceptos impugnados desde la fecha de interposición del recurso. 

2. TRIBUNAL SUPREMO. 

- STS 720/2010, de 22 de febrero de 2010.

Estima el recurso de casación nº 7599/05, casa, anula y deja sin efecto la sentencia del Tribunal Superior de Justicia de la Comunidad Valenciana de 26 de octubre de 2005 que desestimó el recurso contencioso-administrativo interpuesto contra el acuerdo del Pleno del Ayuntamiento de L’Alfás del Pí de aprobación definitiva de Ordenanza municipal reguladora de las actividades en establecimientos de pública concurrencia en relación con los usos del suelo.

El fundamento segundo de la sentencia, teniendo en cuenta la distribución competencial y la regulación establecida en la ley de bases de régimen local y el texto refundido de la ley del suelo de 1976, estudia el motivo de casación por el que se considera que la ordenanza comporta una alteración del régimen urbanístico previsto en el Plan General. Aceptado tanto por el Ayuntamiento como por la sentencia de instancia que la ordenanza modifica las previsiones del planeamiento urbanístico y es una disposición urbanística de desarrollo cuya finalidad es la de "...realizar una especificación más detallada de los usos y actividades previstas en el Plan General para el casco urbano (SU 1), desarrollando el régimen establecido en las normas urbanísticas de aquél... ", constituyendo, "...un mero desarrollo complementario por una Ordenanza de las previsiones generales urbanísticas y de actividad de un Plan General", el TS niega la conclusión de la sentencia del TSJ de la Comunidad Valenciana, porque cuando la ordenanza prevé distancias mínimas para la implantación 

de supermercados y establecimientos comerciales, no está recogiendo una “mera especificación sino que introduce una seria restricción que no viene prevista en el Plan General”.

Esta alteración restrictiva del Plan General, obliga a concluir que la modificación debió realizarse por el procedimiento previsto para las modificaciones del planeamiento (artículo 49.1 del texto refundido de la Ley del Suelo de 1976 y, en el mismo sentido, artículo 55.1 de la Ley Valenciana 6/1994, de 15 de noviembre , reguladora de la Actividad Urbanística), porque las competencias municipales se ejercen en los términos establecidos en la legislación del Estado y de las Comunidades Autónomas.

Además de considerar esta ordenanza nula por no seguir su tramitación el procedimiento legalmente habilitado al efecto, el fundamento tercero de la sentencia entra a valorar si la regulación de la actividad comercial tiene cabida en las competencias atribuidas al municipio.

El TS, contrariamente a lo manifestado por el TSJ de la comunidad valenciana, considera que la ordenanza objeto de litigio no es una regulación urbanística que puede tener alguna incidencia en el ejercicio de la actividad comercial, sino que se trata de una reglamentación que, al fijar distancias mínimas entre una determinada clase o categoría de establecimientos comerciales, desborda el ámbito de ordenación urbanística e invade el terreno propio de una regulación de la actividad comercial. Y en esta materia el Municipio carece de atribuciones.

Haciéndose eco de la jurisprudencia del propio tribunal supremo, concluye que la referida ordenanza vulnera el principio de libertad de empresa y de libre establecimiento reconocido en el artículo 38 de la Constitución, porque no existe habilitación legal específica que sirva de respaldo a las restricciones que dicha ordenanza municipal impone a la libertad de establecimiento 

- STS 1217/2010, de 2 de marzo de 2010. 

La sentencia estima el recurso de casación interpuesto por el Ayuntamiento de Las Palmas contra la sentencia del Tribunal Superior de Justicia de Canarias, que estimó el recurso contencioso administrativo nº 454/2002 contra el acuerdo de fijación del justiprecio de una finca. Asimismo estima el recurso contencioso-administrativo interpuesto por la parte expropiada, anula el acuerdo del JPEF de Las Palmas y declara el derecho del recurrente a recibir un determinado justiprecio, más un 5% en concepto de premio de afección y los intereses que procedan.

El TS aprecia incongruencia de la sentencia del TSJ de Canarias por cuanto, probado que la finca objeto de expropiación tiene una concreta superficie, se procede a la valoración con arreglo a la superficie que tuvo en cuenta el JPEF. Respecto de la aplicación de un coeficiente distinto del inicialmente aplicado por el JPEF, el TS rechaza que la sentencia impugnada haya incurrido en infracción alguna de la ley o de la jurisprudencia al emplear el coeficiente fijo de 1,40, en lugar del 1,56 empleado por el acuerdo del Jurado. Al tratarse de una cuestión de derecho y no de una cuestión de hecho, no es de aplicación la presunción de legalidad y acierto de los acuerdos de los Jurados Provinciales de Expropiación Forzosa. Tratándose de un problema jurídico, es indiferente que se haya practicado prueba o no, ya que el órgano judicial puede siempre controlar si el Jurado ha aplicado correctamente las normas jurídicas. En este caso, el Jurado no motivó las razones para separarse del coeficiente fijo del 1,40. En realidad, el problema dilucidado no era tanto  la falta de base fáctica para aplicar el coeficiente de 1,40, sino la falta de base fáctica para aplicar otro distinto tal como había hecho el acuerdo del Jurado.

- STS 1056/2010, de 5 de marzo de 2010.

Desestima el recurso de casación interpuesto contra la sentencia del TSJ de Canarias, dictada en el recurso núm. 385/2002, sobre Revisión del Plan General de Ordenación Urbana de las Palmas de Gran Canaria. 

Se impugnó la clasificación del suelo como rústico de protección estructurante del territorio y solicitaba la clasificación como suelo urbano porque reunía los servicios 

indispensables de acceso rodado, abastecimiento de agua, evacuación de aguas residuales y suministro de energía eléctrica, en condiciones de pleno servicio, al tiempo que se alegaba que el suelo estaba rodeado de suelo urbano en diversos lados. La sentencia de instancia se refiere para desestimar el recurso contencioso administrativo a la jurisprudencia del TS; jurisprudencia a la que la recurrente en casación opone la naturaleza reglada del suelo urbano y un tratamiento discriminatorio e injustificado al otorgársele una clasificación distinta a la de las parcelas limítrofes, de similares características.

El TS ratifica su propia doctrina al asumir los argumentos de la sentencia de instancia cuando dice que “se exige «los tradicionales servicios urbanísticos» y su «adecuación y aptitud para servir a la edificación que se haya de construir sobre el terreno de que se trata». Es decir, que no basta con que los servicios se encuentren a pie de parcela sino es necesario que estén en la parcela que reclama para sí la clasificación de urbana. No es suficiente con que se encuentren en las inmediaciones de la misma. Si siguiéramos esta tesis el suelo urbano sería infinito, puesto que cualquier terreno proporcionaría esta clasificación al contiguo. La jurisprudencia del Tribunal Supremo ha venido sosteniendo de modo reiterado que los servicios han de existir en el terreno en cada caso contemplado para que éste pueda ser clasificado como urbano. El suelo urbano, por sí sólo, no transmite su condición a los terrenos próximos, de fácil accesibilidad, ni siquiera aunque estos sean contiguos. El suelo urbano es una situación de hecho que se impone al autor del planeamiento. Si éste pudiera modificar unos terrenos contiguos a suelo urbano, aunque no tuviesen los servicios exigidos, se le estaría permitiendo una discrecionalidad en la clasificación del suelo urbano negada por la Jurisprudencia de modo categórico y continuado.”

- STS 1200/2010, de 8 de marzo de 2010.

Desestima el recurso de casación nº 934/06 interpuesto por la Generalidad de Cataluña contra la sentencia del TSJ de Cataluña de 17 de noviembre de 2005 que estimó el recurso contencioso-administrativo 774/2002 contra el acuerdo de aprobación definitiva de un plan especial en Premiá de Mar que cambió la calificación de unos 

suelos de sistema local escolar y social a sistema general de servicios administrativos y seguridad pública.

La sentencia recurrida considera que el plan especial no es el instrumento de planeamiento adecuado para proceder a la recalificación de Sistema Local a Sistema General, porque al plan especial no le está permitido sustituir a los planes generales en su función de ordenación integral del territorio ni en la conformación de la estructura general y orgánica del territorio integrada, entre otros aspectos, por los sistemas generales.

Además de considerar que la comunicación de la posibilidad de interponer recurso de casación a esta sentencia fue “disfuncional y perturbadora y conlleva el riesgo de que resulte afectado el derecho de los litigantes a la tutela judicial efectiva”, el TS analiza los diversos motivos de casación y en concreto la pretendida infracción del artículo 76 del Reglamento de Planeamiento. 

Y a estos efectos se remite a la STS de 21 de enero de 2010 que estudia las relaciones entre el Plan General y un Plan Especial considerando que éstas no pueden reducirse a una mera aplicación del principio de jerarquía porque, en ese caso, no sería posible dictar un plan especial sin previo plan general, y, sin embargo, tal posibilidad está expresamente contemplada en la ley del suelo de 1976 y el reglamento de planeamiento. Tampoco sería admisible un plan especial que modificase al plan general, como es el caso de los planes especiales de reforma interior, con el límite del obligado respeto a la "estructura fundamental" del planeamiento general (artículo 83.3 del Reglamento de Planeamiento). Pero a este principio de jerarquía el TS añade el principio de especialidad de su objeto por el concreto ámbito sobre el que inciden, lo que hace que gocen de cierta autonomía respecto a las demás normas ordenadas jerárquicamente. 

La sentencia dice textualmente que “… Los planes especiales, a diferencia de los demás instrumentos de planeamiento, no ordenan el territorio desde una perspectiva integral y global, sino que su punto de vista es más limitado porque atiende 

a un sector concreto o a un aspecto determinado de la ordenación. Esta especificidad tiene inevitables consecuencias en sus relaciones con el Plan General, pues si la subordinación de aquél a éste fuera puramente jerárquica, el Plan Especial quedaría sin ámbito propio sobre el que proyectarse, careciendo de sentido que se limitase a reproducir lo ya ordenado en el planeamiento general. En definitiva, el Plan Especial precisa un campo concreto de actuación en función de los valores que persiga y de los objetivos que se haya propuesto. Ahora bien, aunque su relación con el planeamiento general no sea explicable exclusivamente por el principio de jerarquía, al estar también presente el principio de especialidad, ello no quiere decir que la autonomía del Plan Especial sea plena. En efecto, la regulación que haga el Plan Especial no puede llegar a sustituir el planeamiento integral en aquellos aspectos de la ordenación que son propios de éste, como sucede con la fijación de la estructura fundamental del territorio objeto de ordenación, la clasificación del suelo o la introducción de sistemas generales”. Y atendiendo a este criterio confirmó la nulidad del plan especial.

- STS 1253/2010, de 16 de marzo de 2010.

Desestima el recurso de casación interpuesto contra la sentencia del TSJA dictada en el recurso 905/02, en el que se impugnó el acuerdo del JPEF de Zaragoza que fijaba el justiprecio de determinadas fincas situadas en el término municipal de Zaragoza y expropiadas con motivo de las obras del Proyecto "Línea de Alta Velocidad Madrid-Zaragoza, Barcelona-Frontera Francesa. Tramo IV. Subtramos XIV y XV".

Son alegados hasta 14 motivos de casación.

Se rechaza la argumentación por la que la recurrente entiende que no siendo el suelo expropiado objeto de la protección a que se refiere el art. 9 de la Ley 6/98 ni tener las condiciones para considerarse urbano, debe considerarse urbanizable, imponiéndose la Ley a la clasificación del planeamiento, cuestión e interpretación que ya fue rechazada tal y como refleja la doctrina al respecto en la sentencia de 17 de noviembre de 2008, rec. 5907/2007, que efectúa un examen de las diferentes redacciones del artículo 9 y concluye que en esa sentencia se rechazaba que el art. 9 sólo se "permitía 

clasificar como no urbanizables los terrenos sometidos a un régimen especial de protección o que el planeamiento general estimase necesarios preservar por razón de su valor agrícola, forestal, ganadero o por sus riquezas naturales. No es verdad. También podían serlo aquellos que el planificador considerase inadecuados para el desarrollo urbano". 

Igualmente desestima los argumentos articulados sobre la valoración de la prueba documental y pericial en cuanto a la integración de las líneas férreas en la red viaria, creando ciudad, infracción de la jurisprudencia sobre valoración de terrenos expropiados para sistemas generales, infracciones relativas a la inaplicación del método residual para la valoración de los terrenos expropiados, partiendo de la consideración de los mismos como urbanizables y finalmente, infracciones sobre valoración de los terrenos aun considerados como no urbanizables.

Afirma el TS que la sentencia de instancia no ha vulnerado la doctrina creada acerca de considerar como urbanos o urbanizables terrenos clasificados como no urbanizables a efectos de valoración en su expropiación y a estos efectos, menciona las sentencias de 19 de junio de 2008 dictada en el recurso 1447/2006 y de 11 de mayo de 2009, recurso 1237/2005.

El fundamento de derecho octavo tampoco estima que la sentencia de instancia haya interpretado ilógica y arbitrariamente las escrituras de compraventa y documentos privados acompañados a la demanda a fin de acreditar la valoración del suelo expropiado como urbanizable, porque las escrituras de compraventa no constituyen medio probatorio idóneo para acreditar una evolución del precio del mercado, ni al alza ni a la baja, y “no resulta determinante a efectos de fijar el justiprecio la invocación de unas concretas operaciones como las de compraventa que se invocan por la recurrente en relación con partes segregadas de la misma finca, que presentan precios muy dispares entre ellos, como los que resultan de las escrituras acompañadas como documentos 61 (año 1982) y 63 (año 1988) de la demanda, que además están lejanos en 

el tiempo (la compraventa a la que responde el documento 64 es también del año 1989) y que responden a muy concretas y distintas actividades de los compradores, pues como ha señalado esta Sala, "no siempre puede decirse que el efectivo valor real de una finca lo sea el precio en venta ofrecido o dado por otras fincas análogas, porque, aparte de la peculiaridad de cada caso, en las compraventas intervienen a veces factores subjetivos y hasta personalísimos impulsos y reacciones imprevisibles que desfiguran el valor real de la finca adquirida  -Sentencia de 25 de septiembre de 1962 - ...".(sentencia de 19 de abril de 2005, recogiendo la de 15 de abril de 1977 ), de manera que la jurisprudencia en estos casos ni siquiera considera adecuado una actualización de la valoración mediante la aplicación de un simple índice, como el IPC, pues, como señala la sentencia de 13 de diciembre de 1996, con referencia a las de 25 octubre 1993 y 4 julio 1995, tal criterio no puede aceptarse pura y simplemente para fijar el valor de unos bienes inmuebles, ya que los valores de estas propiedades responden muchas veces a otras circunstancias ajenas a la simple variación del índice de precios al consumo, producto de la evolución del mercado específico en el sector, así como a la variación de las circunstancias que en un momento determinado puedan concurrir o no hacerlo en uno posterior…” Por estos motivos tampoco tiene en cuenta el hecho de que existiera una mera propuesta de opción de compra.

- STS 1612/2010, de 25 de marzo de 2010.

No ha lugar el recurso de casación interpuesto por el Ayuntamiento de Las Navas del Marqués, la Comunidad autónoma de Castilla y León y una entidad mercantil contra la sentencia del Tribunal Superior de Justicia de Castilla y León, que estimó parcialmente el recurso contencioso-administrativo 535/2003, interpuesto contra el acuerdo de aprobación definitiva de la revisión de las normas urbanísticas de este municipio de Ávila. Mantuvo la clasificación de suelo rústico de protección natural, paisajística-forestal de la finca denominada "La Chopera" y anuló por no ser conforme a derecho esas normas urbanísticas en cuanto clasificaban como "suelo urbanizable delimitado" la totalidad de los terrenos comprendidos en el Sector "SUZD-4, Ciudad del Golf", que tenían la clasificación reglada de suelo no urbanizable protegido.

El TS considera que la sentencia de instancia no incurrió en abuso de jurisdicción al decidir sobre cuestiones que corresponde en exclusiva a la Administración autora del planeamiento urbanístico porque, al examinar la cuestión controvertida, llega a la conclusión de que esa determinación del planeamiento no es ajustada a derecho por ser contraria a las normas que le son de aplicación. Al valorar una determinada calificación urbanística, la Sala de instancia no incurre en ningún abuso ni exceso de jurisdicción sino dentro del ámbito de atribuciones que son propias del orden contencioso-administrativo, viniendo a controlar el ejercicio de la discrecionalidad. 

En el caso concreto, el TS se remite a la doctrina del Tribunal Constitucional interpretativa de los apartados 1 y 2 del artículo 9.1 de la Ley 6/1998, sobre régimen del suelo y valoraciones y la modificación efectuada por el Real Decreto Ley 4/2000. Según esta jurisprudencia, la clasificación del terreno como suelo urbanizable tiene carácter reglado cuando concurran las circunstancias a que se refiere el artículo 9.1ª de la Ley 6/1998 (es decir, cuando se trate de terrenos "que deban incluirse en esta clase por estar sometidos a algún régimen especial de protección incompatible con su transformación de acuerdo con los planes de ordenación territorial o la legislación sectorial en razón de sus valores paisajísticos, históricos, arqueológicos, científicos, ambientales o culturales, de riesgos naturales acreditados en el planeamiento sectorial, o en función de su sujeción a limitaciones o servidumbres para la protección del dominio público"), como eran los del presente caso que tenían unos valores dignos de protección paisajística y faunística. 

Pero, aun no concurriendo esa sujeción formal a un régimen de especial protección, también es procedente la consideración de los terrenos como suelo no urbanizable cuando tal clasificación sea necesaria para salvaguardar aquellos valores paisajísticos, históricos, arqueológicos, científicos, ambientales o culturales a los que alude el artículo 9.1 (artículo 9.2ª de la Ley 6/1998 , primer inciso). En este caso la consideración de suelo no urbanizable requiere una ponderación de los valores y circunstancias concurrentes, que comporta un cierto margen de apreciación. Esto no 

significa que la clasificación como suelo no urbanizable sea discrecional sino reglada, de modo que, si se constata que concurren tales valores, será preceptivo asignar al terreno tal clasificación.

- STS 1956/2010, de 23 de abril de 2010.

Estima el recurso de casación nº 3648/2008 interpuesto por "Ecologistas en Acción-Coda" contra el Auto del TSJM que desestima el recurso de súplica deducido contra el Auto dictado en ejecución de sentencia del recurso contencioso administrativo nº 1328/1997, en el que se recurrió el acuerdo de aprobación definitiva del Plan General de Madrid.

La sentencia de la sala estimó parcialmente el recurso contencioso administrativo y anuló las determinaciones que suponían una desclasificación del suelo no urbanizable de especial protección previsto en el PGOU de 1985. El recurso de casación interpuesto contra esta sentencia casa en parte la misma y en ejecución de la sentencia dictada en casación, el Auto ahora recurrido no admite la personación de Ecologistas en Acción porque no se incluyen en el concepto de “personas afectadas” ya que no se habían personado en los autos.

La cuestión debatida en esta sentencia es si la asociación ecologista recurrente, aún no habiendo sido parte en el recurso contencioso administrativo en el que se anuló en parte el plan general de Madrid, puede, o no, personarse en fase de ejecución. A estos efectos, el fundamento sexto se remite a la jurisprudencia que sobre el concepto de “personas afectadas” ha dictado el propio tribunal. Así, la sentencia de 7 de junio de 2001; si bien con el matiz de que, atendiendo al ámbito sectorial del urbanismo, concurre la “singularidad derivada del reconocimiento de la acción pública prevista en el artículo 304 del TR de la Ley del Suelo de 1992”. 

Se afirma que la trascendencia de la protección de la legalidad urbanística que ha llevado al legislador a ampliar la legitimación que tal reconocimiento general comporta, en lo que se refiere a su acceso a órganos jurisdiccionales, consecuencias en el recurso contencioso administrativo tanto en la fase declarativa como en la ejecución de 

sentencia; de tal manera que tal legitimación conferida para la protección urbanística ha de extenderse y proyectarse también, para ser consecuentes con las razones que avalan tal reconocimiento, a la fase de ejecución en la medida que pretenda que lo acordado en sentencia firme sea cumplido. 

Para apoyar la tesis de la personación se remite a la sentencia de 26 de enero de 2005 dictada en el recurso de casación nº 6867/2001. 

Con esta argumentación, reconoce a la asociación recurrente la posibilidad de personarse en la ejecución para ejercitar las acciones tendentes únicamente al exacto cumplimiento de la sentencia “... En el bien entendido que la ejecución para promover el exacto cumplimiento de la sentencia, que no podemos entender consumada con la mera publicación del plan general, como señala la resolución recurrida, pero que tampoco nos hemos de pronunciar ahora sobre el resultado de un incidente que no se ha sustanciado. Y ello es así porque sólo cuando se tramite, en su caso, el incidente previsto en el artículo 104.2 de la LJCA , se podrá decidir si procede, o no, la ejecución forzosa. Repárese que mediante los autos impugnados se ha cercenado al comienzo la personación a la recurrente de modo que no ha podido ni iniciarse ni sustanciarse incidente alguno. Quiere ello decir que procede estimar el motivo invocado y, por tanto, debemos declarar que ha lugar al recurso de casación porque la asociación recurrente está legitimada para personarse en la ejecución”.

- STS 2005/2010 de 27 de abril de 2010.

Casa y anula la sentencia del TSJIB y estima en parte el recurso contencioso administrativo nº 1017/2003, interpuesto por "TELEFÓNICA MÓVILES ESPAÑA, S.A." contra el Acuerdo del Pleno del Ayuntamiento de San Luis de Menorca, de aprobación de la Ordenanza municipal para la ordenación de la instalación de las infraestructuras de telecomunicaciones por ondas electromagnéticas, anulando el inciso "cuando así lo estime oportuno el Ayuntamiento" de su art. 7.2.C).

La sentencia de instancia estimó parcialmente el recurso contencioso-administrativo interpuesto por Telefónica, anuló determinados artículos de la ordenanza 

relativos a límites de exposición a las emisiones electromagnéticas, medidas de aviso y protección, protección de espacios sensibles y zonas saturadas.

El objeto de litigio se centra en determinar si el Ayuntamiento recurrente, tenía competencia para fijar límites adicionales a los contemplados para la emisión de radiaciones electromagnéticas en el Real Decreto 1066/2001. Mientras que la sentencia impugnada consideraba que no era admisible tal posibilidad, el Ayuntamiento aduce que es posible establecer normas de protección que superen los límites fijados en dicho reglamento, que tienen un carácter de mínimos.

A los efectos de estudiar la cuestión, atendiendo a criterios de coherencia y de unidad de doctrina, el TS se remite a la sentencia de 17 de noviembre de 2009, que ya expusimos en el informe de febrero de 2010, que estudió el caso de la modificación parcial de la ordenanza de usos del paisaje urbano de la ciudad de Barcelona, 

La sentencia reconoce la legitimidad del señalamiento por los municipios, en el ámbito de sus competencias, de límites o condiciones complementarios a las medidas de protección establecidas en el Real Decreto 1066/2001; pero también reconoce que, en diversas sentencias el TS ha destacado la casuística con que debe observarse el ejercicio de las competencias municipales que afecten al campo de las telecomunicaciones. 

“En particular, hemos matizado en la Sentencia de 11 de mayo de 2006, rec, 9045/2003, la necesidad de expurgar el Ordenamiento Jurídico de aquellos preceptos que supongan inseguridad jurídica o atribuyan una facultad omnímoda a los Ayuntamientos. Y esto último es lo que pasa, en nuestra opinión, con la referencia que hace el art. 7.2 de la Ordenanza impugnada, bajo la rúbrica "Medidas de aviso y protección", al deber de los operadores titulares de la infraestructura de instalar vallas o mecanismos de aislamiento en las zonas o espacios en que no permanezcan habitualmente personas, si se supera en más de mil veces cuatro veces el límite de exposición a las emisiones electromagnéticas, previsto con carácter general en el art. 6.1 de la misma Ordenanza, cuando así lo estime oportuno el Ayuntamiento . Éste último inciso incluye un fuerte elemento de incertidumbre jurídica, y podría degenerar 

en una aplicación de la norma contraria al principio de igualdad, al no fijarse los elementos o circunstancias ante cuya concurrencia el operador podrá esperar que el Ayuntamiento considere oportuna la instalación de las vallas o mecanismos de aislamiento, dificultando en definitiva el control que los tribunales pudieran hacer de la actuación administrativa”. Estas razones llevan al TS a estimar parcialmente el recurso contencioso-administrativo, anulando el inciso “cuando así lo estime oportuno el Ayuntamiento”, incorporado al art. 7.2 de la Ordenanza objeto de impugnación.

3. TRIBUNALES SUPERIORES DE JUSTICIA. 

Q) CASTILLA-LEON.

- STSJCyL 140/2010 de 26 febrero de 2010. Burgos. (JUR 2010\104371).

La sentencia desestima el recurso contencioso-administrativo nº 520/2008 interpuesto contra la Orden de la Consejería de Fomento de la Junta de Castilla y León, que aprueba la Revisión del Plan General de Ordenación Urbana de Segovia, en todo lo que afecta a la Unidad de Ejecución del Suelo Urbano no Consolidado NC-G-01-S, y declara ajustada a derecho la Orden recurrida en la parte de la misma que es objeto de recurso y en cuanto a las alegaciones formuladas.

Los recurrentes solicitan la modificación del aprovechamiento y edificabilidad máxima asignados al sector, ya que la actual configuración del citado PGOU revisado, vulnera los parámetros mínimos de densidad de vivienda, y no se respetan los principios de equidistribución de beneficios y cargas, ni el de proporcionalidad, racionalidad, igualdad y congruencia, y, como consecuencia de ello, todo el sector, es ingestionable por antieconómico. Solicitan también la modificación las determinaciones del nuevo plan por las previstas en el de 2005 y el Plan Especial de la zona, por desviación de poder, al tiempo que solicitan la rectificación de los errores materiales apreciados.

La sentencia considera que en materia de planificación urbanística del territorio y de revisión de planes de urbanismo es necesaria la motivación, pero que no es necesaria ninguna motivación específica y pormenorizada, reforma por reforma, sobre 

todas las variaciones de clasificación o calificación que merecen cada una de las fincas a que afecta el plan.

El fundamento cuarto de la sentencia determina que la concreción y precisión del objeto de recurso, esto es, el acto administrativo, disposición general o parte de la disposición general que en concreto se impugna, se realiza, no en la demanda, sino en el escrito de interposición del recurso, en aplicación de lo dispuesto en el artículo 45 de la LJCA; tal y como ha manifestado la jurisprudencia del Tribunal Supremo en las sentencias de 12 de mayo de 2006 y de 8 noviembre 2007, según las  cuales la actuación procesal quedaría descalificada por poco ortodoxa.

Por esta razón, no se puede entrar a resolver sobre la posible nulidad o anulabilidad de todo o de parte del Plan General de Ordenación Urbana que es objeto de la Orden indicada, sino únicamente en lo que afecta a la unidad de ejecución en suelo urbano no consolidado NC-G-01-S.

La trascendencia en este pleito de esta circunstancia es que, habiéndose impugnado esta Unidad de Ejecución NC-G-01-S, sector discontinuo, toda la fundamentación que se realiza en la demanda es la relativa a vulneración de la normativa urbanística en cuanto a las determinaciones sobre clasificación y calificación y demás determinaciones urbanísticas de unas concretas parcelas catastrales, se demuestra, después de estudiado el Plan General de Ordenación Urbana de Segovia, que las tres parcelas se encuentran clasificadas como suelo urbano consolidado y no forman parte de este sector discontinuo de suelo urbano no consolidado.

Se desestima el recurso en lo relativo a las peticiones de clasificación, calificación y fijación de determinaciones urbanísticas de estas parcelas por dos motivos; el primero por razón del objeto, por cuanto se refiere a fincas excluidas del objeto del recurso y, en segundo lugar, porque en caso contrario podría suponer indefensión a otros terceros interesados en mantener las determinaciones urbanísticas previstas por el Plan General para este concreto suelo consolidado y que no han 

comparecido a juicio al observar, en los emplazamientos, que no se recurrían determinaciones relativas a suelo consolidado, sino a suelo no consolidado.

El fundamento de derecho quinto considera necesario que para alegar la vulneración de principios generales, tales como los principios de discrecionalidad, racionalidad, coherencia y proporcionalidad, debe precisarse dónde se encuentra la vulneración de estos principios respecto de la parte de la disposición general recurrida. A tal efecto se refiere a la sentencia del TS de 18 de junio de 2007.

Los razonamientos jurídicos alegados no se relacionan con concretas partes, preceptos, disposiciones o planos del Plan General que hayan podido vulnerar estos principios, por lo que resulta imposible concretar en qué ha podido vulnerar esta Unidad de Ejecución NC-G-01-S estos principios que indica la recurrente. 

Lo mismo cabe decir de la naturaleza y límites del "ius variandi", que también se alega, y a la que el TSJCyL contesta con la Sentencia del TS de 14 de febrero de 2007, que reconoce la posibilidad de cambio, pero, como cualquier otra actuación administrativa, debe motivarse y justificarse, si bien la intensidad de la motivación variará en función de la profundidad del cambio realizado. El tribunal superior recuerda que no estamos ante una revisión sino antes una modificación del planeamiento, de tal manera que una “motivación general es más que suficiente cuando se trata de una Revisión, que no tiene porqué descender al detalle del cambio de clasificación de tal o cual punto concreto del territorio sobre el que se proyecta, lo cual es propio de la Modificación”. A estos efectos se refiere a otra sentencia del TS de 2 de abril de 2002 en la que se concluye que "Es correcta la doctrina de la sentencia recurrida al apreciar que el acto de aprobación pura y simple de un Plan no debe contener ninguna motivación específica y pormenorizada, reforma por reforma, sobre todas las variaciones de clasificación o calificación que merecen cada una de las fincas a que afecta. La justificación de las determinaciones de los planes parciales se encuentra en la Memoria justificativa de la ordenación y sus determinaciones (artículo 13.3 TRLS de 1976 EDL 1976/979 y 57 del Reglamento de Planeamiento EDL 1978/2744 ) que señala y justifica sus líneas maestras, sin que pueda exigírseles, a diferencia de los actos administrativos, una motivación particular sobre todas las variaciones en que el plan 

incide, sin perjuicio de que éstas se justificarán en el momento de su control en virtud de su adecuación o correspondencia con los criterios de carácter general. Así lo viene entendiendo desde antiguo la jurisprudencia (sentencias de 23 de julio EDJ 1991/8247 y 7 de noviembre de 1991 EDJ 1991/10541, 2 de enero de 1992 EDJ 1992/8 y 18 de julio de 1993 EDJ 1993/7282 ), por lo que el motivo debe decaer."

Finalmente, la sentencia aclara que no puede confundirse que el desarrollo urbanístico sea antieconómico con el hecho de que con la anterior ordenación urbanística el valor de este suelo, teniendo en cuenta que tenía más aprovechamiento, era muy superior al que presenta ahora con el nuevo Plan General, al disminuir el aprovechamiento. Afirma que será antieconómico el desarrollo urbanístico cuando sea superior el valor actual del suelo y los gastos que se generan para urbanizarlo que el valor final del suelo una vez urbanizado; pero no será antieconómico si esto no ocurre. Cuestión distinta es que con la anterior ordenación urbanística se podría obtener un mayor beneficio económico, que, como mucho dará lugar al procedimiento de responsabilidad patrimonial que proceda pero no a la anulación del planeamiento.

4. JUZGADOS DE LO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO.

- Sentencia nº 124/2010, de 22 de abril, del Juzgado de lo Contencioso Administrativo nº 5 de Zaragoza. 

El acto administrativo que se impugna es la confirmación del acuerdo de imposición de sanción de una multa de 9.000 euros por la comisión de una infracción urbanística grave consistente en la construcción de una vivienda en suelo no urbanizable de protección del ecosistema productivo agrario, en la categoría sustantiva de huerta honda.

La sentencia estima en su totalidad el recurso contencioso administrativo por cuanto “si bien consta que el mismo acuerdo de imposición de sanción está notificado personalmente, no existe una notificación correcta de la desestimación del recurso de 

reposición” porque no consta en el expediente que la notificación edictal fuera precedida de los intentos de notificación en la forma exigida por el artículo 59.2 de la Ley 30/1992, de régimen jurídico de las administraciones públicas y del procedimiento administrativo común. No figuran intentos de notificación con una hora, al menos, de diferencia entre uno y otro intento. Por esta razón y haciéndose eco de la Sentencia del Tribunal Supremo de 28 de octubre de 2004 anula la sanción impuesta.
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